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I. In troducción
En el presente trabajo, cuya base fue elaborada en el m arco de la Carrera 
de Especialización en Derecho A dm inistrativo dictado en la Facultad de De­
recho y  Ciencias Sociales y Políticas de la Universidad Nacional del Nordeste, 
abordaré una cuestión tan  actual como troncal en un ámbito de sim biótica 
relación entre el Derecho Constitucional, A dm inistrativo y  Financiero, cual 
es, el alcance constitucional de la delegación legislativa existente en m ateria 
presupuestaria a la luz del principio de legalidad en nuestro sistem a jurídico. 
Ello, a partir de la autorización que nuestro régim en legal prevé para que el Sr. 
Jefe de Gabinete reasigne partidas presupuestarias en el m arco de la Ley de 
A dm inistración Financiera Nacional N° 24156 (actual artículo 37).1 2
A tales ñnes, analizaré en prim er térm ino aspectos vinculados con el 
origen y alcance del principio de legalidad financiera del estado, com prensi­
vo como verem os de la cuestión presupuestaria, así como sus fundam entos 
y alcances. A bordaré tam bién al concepto de actividad financiera, así como 
los diversos aspectos constitucionales referidos al m encionado principio y a
1 Especialista en Asesoría Jurídica de Empresas UBA. Especialista en Docencia Uni­
versitaria UNNE. Especialista en Derecho Administrativo UNNE. Doctorando en Derecho 
Público Política y Gobierno. UNNE. Docente categorizado investigador.
2 Art. 37 Ley 241S6: La reglamentación establecerá los alcances y mecanismos para 
efectuar las modificaciones a la ley de presupuesto general que resulten necesarios durante 
su ejecución. Quedan reservadas al Congreso Nacional las decisiones que afecten el monto 
total del presupuesto y el monto del endeudamiento previsto. El Jefe de Gabinete de Ministros 
puede disponer las reestructuraciones presupuestarias que considere necesarias dentro del 
total aprobado por cada ley de presupuesto, quedando comprendidas las modificaciones que 
involucren a gastos corrientes, gastos de capital, aplicaciones financieras y distribución de las 
finalidades. A tales fines, exceptúase al Jefe de Gabinete de Ministros de lo establecido en el 
artículo 1S de la Ley N° 2S.917. El incremento de las partidas que refieran gastos reservados 
y de inteligencia sólo podrá disponerse por el Congreso de la Nación.
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los denom inados reglam entos delegados contem plados en el artículo 76 de 
nuestra Norm a Fundam ental desde 1994.
Propongo entonces reflexionar acerca de la vigencia del principio de 
legalidad presupuestaria en el actual régim en financiero nacional, a la luz de 
la delegación de facultades presupuestarias existentes en la Ley 241S6. Final­
mente expondré las conclusiones correspondientes.
II. Origen y fundamentos del principio de legalidad financiera 
y presupuestaria. Su rango constitucional
Nos recuerda el Profesor A lberto Bianchi3 que en el año 1215, el Rey 
Juan sin Tierras, estaba política y  económ ica arruinado: había perdido sus 
posesiones en Francia, el Papa Inocencio III lo había excomulgado y  sufría 
constantes levantam ientos de los barones del reino. El rey aumentó entonces 
la ya abultada presión fiscal sobre sus súbditos.
Planteada esta  crítica situación, a p a rtir de un tribu to  en particu lar 
denom inado Scutage, los barones del reino se unieron en defensa de sus 
derechos económ icos y priv ilegios, llevando finalm ente al rey, a la firm a 
de la C arta M agna de 1215, en la colina de Runym ede, próxim a a W indsor. 
N ace así el principio de legalidad financiera: “not taxation without repre- 
sentation” a p a rtir del cual se ha ido edificando el principio de legalidad 
financiera del estado a lo largo de todos estos siglos.
En nuestros días, bajo el paradigm a del estado m oderno, concebido desde 
el punto de vista jurídico como el “estado de derecho” y a partir de los mode­
los constitucionales desarrollados en los últim os dos siglos, irradia sobre todo 
el sistema financiero el principio de legalidad, el cual, desde la cúspide jurídica 
im pera y alcanza toda la actividad financiera del estado en sus tres grandes 
fases: captación de recursos (poder tributario), planificación (presupuesto) y 
erogación (gastos).4
3 Bianchi. Albero B. De la Importancia de la Presión Tributaria en el Nacimiento del 
Derecho Constitucional en Revista de Derecho Administrativo Director Juan Carlos Cassagne. 
Lexis Nexis Depalma. Número 44. Buenos Aires. 2003. P 2S7
4 Recordemos que la actividad financiera del estado ha sido definida como “el con­
junto de operaciones del estado que tiene por objeto tanto la obtención de recursos como la
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La noción de legalidad financiera -dentro  de la cual podríam os compren­
der nada m ás y  nada menos que el principio de legalidad tributaria y  reserva 
de ley— im porta la necesidad de que las tres grandes instancias o momentos de 
la  actividad financiera del estado (a saber, las antes citadas: captación recursos, 
planificación y gasto público) requieran para su ejecución de una ley form al 
previa em anada del Congreso de la Nación. Este es el m andato emanado que 
surge explícita e im plícitam ente de los siguientes artículos constitucionales: 
1, 4, 17, 19, 52, 75 incisos 1, 2, 3, 8 entre otros. La form a republicana de go­
bierno así lo exige y el m andato de nuestra Ley Fundam ental es por demás 
contundente.
Como fundam ento de índole ju ríd ico  político subyace la necesidad de 
que las grandes decisiones estatales vinculadas con, nada m ás y nada menos 
que el m anejo y  destino de los recursos públicos, obedezcan y respondan 
a las verdaderas necesidades sociales. La actividad financiera del estado 
constituye esencialm ente un instrum ento que tiene com o finalidad últim a 
perm itirle al estado proveer el bien com ún y  satisfacer asi las necesidades 
públicas. Es entonces por esta  razón que sólo el Poder Legislativo cuenta 
con la  facultad exclusiva de crear tributos, así com o la de debatir y  aprobar 
la ley de presupuesto, sin olvidar tam bién que las cuestiones vinculadas al 
crédito público tam bién son una atribución del Congreso. Los aspectos tras­
cendentales de la  actividad financiera del estado se hallan entonces bajo el 
m anto del principio de reserva de ley de m odo arm ónico con el artículo 22 
de nuestra N orm a Fundam ental. El pueblo se autogobierna así a través de 
sus representantes.
Tal como lo sostuvo m uy claram ente M aría A ngélica Gelly al com entar 
el fam oso precedente Video Club Dream s5, oportunidad en la que se discutía 
la validez Constitucional de un D ecreto de N ecesidad y Urgencia que versaba 
sobre el hecho im ponible de un tributo que afectaba al cine y se pretendía 
hacer extensivo a los video clubs, el citado principio de legalidad hunde sus 
raíces en el sistem a republicano de gobierno, razón por la cual, entiendo que *3
realización de gastos públicos necesarios para movilizar funciones y servicios que satisfagan 
necesidades de la comunidad”. Conforme VILLEGAS Héctor. Curso de Finanzas y Derecho 
Financiero y Tributario. Editorial Astrea Buenos Aires 2002. P 14.
3 GELLY, María Angélica. Comentario a fallo Video Club Dreams c/Estado Nacional 
La Ley 1995 D -p . 247.
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constituye la más pura m anifestación del espíritu constitucional con relación 
a las finanzas públicas y  un m andato supremo e ineludible para los poderes 
públicos. El sentido republicano es, finalmente, el basam ento jurídico político 
que sostiene el amplio principio de legalidad financiera de donde nacerá la ley 
de presupuesto.
El caso particular del Presupuesto es paradigm ático, pues constituye el 
acto de gobierno, si se quiere, m ás relevante del estado a partir del cual se 
estructura todo su funcionamiento. Por este motivo será el Congreso, cual fiel 
representante de pueblo, quien lo establezca a través de una ley form al.6 7
Asimismo, con relación a su naturaleza jurídica Violeta CastellF recuerda 
que nuestra Corte Suprema de Justicia ha interpretado que la Ley de Presu­
puesto es una ley en el sentido institucional del vocablo, con plenos efectos 
jurídicos.8 Asimismo, postula que el presupuesto es un instrum ento de control 
preventivo de la hacienda pública que atiende a la repercusión directa que 
tienen los gastos y  los recursos en el tesoro del Estado.
En el plano estrictam ente constitucional argentino, es el artículo 75 inciso 
octavo el que pone en cabeza del Congreso fijar anualm ente el presupuesto 
general de gastos y  recursos, acogiendo claram ente el m entado principio de 
legalidad presupuestaria. La exigencia form al de ley obedece entonces a que 
es el Congreso quien tiene como m isión central representar al pueblo, y  tan es
6 ¿A qué podemos denominar ley? Creo oportuno y útil traer a colación una noción 
Contemporánea de ley, como lo es el concepto brindado por la Corte IDH, citado por Agustín 
Gordillo, cuando explica que la mencionada Corte ha definido como ley a “la norma jurídica 
de carácter general, ceñida al bien común, emanada de los órganos legislativos constitucional­
mente previstos y democráticamente elegidos y elaborada según el procedimiento establecido 
por las constituciones de los Estados partes para la formación de las leyes”, pues el principio 
de legalidad, las instituciones democráticas y el estado de derecho son inseparables, es la le­
gislatura electa y no otra autoridad constitucional o de facto la que tiene la potestad legislativa. 
En el caso de Argentina, será ley entonces aquella regla jurídica de alcance general emanada 
del propio Congreso, y de ningún otro órgano o poder estatal. GORDILLO, Agustín. Tratado 
de Derecho Administrativo Tomo II La protección de Usuario. Servicios Públicos. VI-15 Fun­
dación Derecho Administrativo www.gordillo.com
7 CASTELLI, Violeta La delegación legislativa en materia presupuestaria. Revista Rap. 
7 de octubre de 2009. www.revistarap.com.ar 07-10-2009
'Fallos 322:3122 citado por CASTELLI., Violeta. La delegación legislativa en materia 
presupuestaria. Obra citada.
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así, que son los diputados quienes actúan como cám ara de origen en diversos 
supuestos constitucionales (verbigracia creación de tributos y  ley de presupues­
to  de la Nación conform e lo fija la Ley 24156).
En el plano legal, es dable tener presente que la Ley de A dm inistración 
Financiera del Estado Nacional N° 24156 regula de modo porm enorizado el 
procedim iento de form ulación el presupuesto, poniendo en cabeza del Poder 
Ejecutivo su diseño y  en la del Congreso su debate y  aprobación.9
A sí las cosas, no caben dudas acerca de la naturaleza y de la fuerza de 
raigam bre constitucional del principio de legalidad financiera, dentro del cual 
se encuentra el principio de legalidad presupuestaria y  la necesidad im periosa 
de su m ás irrestricto respeto de los efectos del manejo de los recursos públicos 
en todas sus form as.
A) La cuestión de los reglamentos delegados: Aspectos generales
Sentadas las bases conceptuales y  norm ativas del principio de legalidad 
financiera, que naturalm ente im porta el presupuestario, cabe interrogarse 
acerca del alcance que sobre él tienen los denominados reglamentos delegados 
dictados en la m ateria. ¿Qué sucede pues con aquellas norm as adm inistrativas 
de alcance general que el Poder Ejecutivo dicta bajo el paraguas de una previa 
autorización o delegación del Congreso y  que regulan o hacen especial refe­
rencia a la m ateria financiera y presupuestaria, que en principio, sólo debe ser 
tratada legislativam ente.
En el plano doctrinario, recuerda G ordillo que un reglam ento es una 
declaración unilateral realizada en ejercicio de la función adm inistrativa que 
produce efectos jurídicos generales en form a directa. Asim ism o, con relación 
a los reglam entos de tipo “delegados”, postula que tanto la doctrina como la
9 Ley Nacional 24.156. Art. 26. -  El Poder Ejecutivo Nacional presentará el proyecto de 
ley de presupuesto general a la Cámara de Diputados de la Nación, antes del 15 de septiembre 
del afio anterior para el que regirá, acompafiado de un mensaje que contenga una relación de 
los objetivos que se propone alcanzar y las explicaciones de la metodología utilizada para las 
estimaciones de recursos y para la determinación de las autorizaciones para gastar, de los 
documentos que sefiala el art. 24, así como las demás informaciones y elementos de juicio 
que estime oportunos.
190 MIGUEL ANDRÉS GOLDFARB
jurisprudencia son contestes en que el Congreso no puede delegar sus facul­
tades al Poder Ejecutivo de m odo amplio, sino que le puede perm itir dictar 
ciertas norm as dentro de un marco legal prefijado por el propio legislador.10 1
También dentro de la más autorizada doctrina adm inistrativista de nuestro 
país, Juan Carlos Cassagne sostiene que radicionalm ente, se ha entendido que 
los reglamentos delegados son norm as generales dictadas porla adm inistración 
sobre la base de una autorización o habilitación del Poder Legislativo, regu­
lando m aterias que, en principio, serían competencia del Congreso.11 Veremos 
aquí los porm enores de esta intrincada cuestión.
B) La situación antes de la Reforma Constitucional de 1994
Con anterioridad a la Reform a de 1994, nuestra Constitución Nacional 
había reconocido en el artículo 86 facultades reglam entarias al Presidente. 
Expresam ente conocíamos los reglam entos ejecutivos y la realidad juríd ica 
y la Jurisprudencia, se encargam  de reconocer otra categoría conocida como 
reglam entos delegados.
Recuerda M aría Angélica Gelly12 que esta clase de reglam entos ya fue 
reconocida por nuestra Corte Suprema en el caso Delfino y Cia. en donde la 
cuestión recibió, por prim era vez, tratam iento judicial. Sostuvo nuestra Corte: 
"... Existe una distinción fundam ental entre la delegación de poder para ha­
cer la ley y  la de conferir cierta autoridad al Poder Ejecutivo o a u n  cuerpo 
administrativo a fin  de reglar los pormenores y  detalles necesarios para la 
ejecución de aquella. Lo primero no puede hacerse, lo segundo es admitido 
aun en aquellos países en que, como en los Estados Unidos de América, el 
poder reglamentario del Poder Ejecutivo se halla juera de la letra de la Cons­
titución". Finalm ente la Corte estableció que es una circunstancia de hecho 
lo que deñne en cada caso concreto la  extensión del poder reglam entario, y
10 GORDILLO, Agustín. Tratado de Derecho Administrativo Tomo I Parte General P. 
Vil -31 Fundación de Derecho Administrativo. Buenos Aires Octava Edición 2003.
11 CASSAGNE, Juan CARLOS. Derecho Administrativo Tomo I Lexis Nexis Abeledo 
Perrot. Buenos Aires. 2006.
12 GELLY María Angélica. Constitución de la Nación Argentina Comentada y Concor­
dada. La Ley. Buenos Aires 2006 p. 741.
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sostuvo luego, que le com pete el poder ejecutivo com pletar la voluntad del 
legislador.
Asim ism o, con el devenir histórico, en diversos fallos, la  C.S.J.N. fue 
construyendo y  distinguiendo dos supuestos que definió y  caracterizó como 
diferentes. Por un lado, aquellos casos de delegación propia, en donde operaba 
una auténtica transferencia de potestades de un poder al otro, supuesto que 
estableció se encuentra prohibido por la Constitución y el sentido republicano 
de ella. No existe pues transferencia de un poder a otro.
A hora bien, ya como segunda categoría de delegación, consideró que era 
válido lo que definió como “delegación impropia”13, caso que nuestro del Alto 
Tribunal interpretó que consiste en una autorización em anada del Congreso 
al Poder Ejecutivo para que, dentro de los lím ites m ateriales y  tem porales 
que este le establezca, el órgano ejecutivo dictara esta clase de reglam entos a 
los fines de determ inar aspectos puntuales o específicos dentro de una clara 
política fijada por el Parlam ento sobre aspectos en los que en praxis, el Poder 
Ejecutivo se encuentra en m ejor situación para regular. U na especie de poder 
reglam entario am pliado sujeto a ciertos lím ites. Como sabem os, este concep­
to fue expresam ente introducido en el texto constitucional a partir de 1994 
a partir del artículo 76, el cual luego de fijar como principio la delegación 
legislativa, autoriza esta clase de reglam entos en m aterias determ inadas de 
adm inistración y  em ergencia pública.
No operaría en este caso una verdadera delegación, sólo una habilitación 
para reglam entar en form a am pliada la  política legislativa fijada en la ley de 
base.14 El razonam iento consistía en establecer que el mero traspaso de poder o 
facultades legislativas por parte del Congreso al Poder Ejecutivo no estaba per­
m itido en el m arco de la Constitución, la cual sí reconocía de modo im plícito
13 www.csjn.gov.ar
14 Explica Violeta Castelli (La delegación legislativa en materia presupuestaria, material 
entregado en la Carrera de Especialización en Derecho Administrativo UNNE) “La delega­
ción legislativa no se trata de una transferencia del Poder Legislativo a la Administración, ya 
que tal transferencia implicarla una alteración sustancial del principio de la división de los 
Poderes consagrado por la Constitución. Ningún órgano puede abdicar sus responsabilidades 
y transferirlas a otro, ya que todo poder es, antes que una facultad, una función, una obligación 
de actuar...”
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la posibilidad de que el Congreso autorizara al órgano ejecutivo a reglam entar 
la ley con m ayor m argen de acción, siempre dentro de aquellos lím ites y  las 
bases que el “delegante” le impusiera.
C) La Reforma Constitucional de 1994
El referido artículo 76 de nuestra Constitución establece: “Se prohíbe la 
delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en m aterias determ inadas 
de adm inistración o de emergencia pública, con plazo ñjado para su ejercicio 
y dentro de las bases de la delegación que el Congreso establezca...”.
Germ án B idart Campos15 *sostuvo críticas a la redacción del artículo 76, 
toda vez que este parece prohibir duram ente la delegación legislativa para 
luego abrirla en dos supuestos ambiguos o “fórm ulas laxas”: m aterias deter­
m inadas de adm inistración y em ergencia pública. Comparto tal opinión, toda 
vez que pareciera ser que el artículo 76 C.N. ha recurrido a conceptos jurídicos 
indeterm inados que no contribuyen a resolver la cuestión nítidam ente.
La doctrina tam bién ha sostenido que el constituyente de 1994 no prestó 
la debida atención al régim en constitucional de la delegación legislativa y  la re­
guló de modo ambiguo.15 A l respecto, siguiendo a Cassagne, considero que la 
validez constitucional de la delegación estará siempre subordinada a que esta 
verse sobre alguna de las m aterias susceptibles de delegación conform e el ci­
tado artículo 76 C.N. (determ inadas de adm inistración o emergencia pública), 
bajo un plazo y ciertas bases para su ejercicio. Con relación a las “bases”, estas 
son lo que el M áximo Tribunal ha denominado “política legislativa” o estándar 
inteligible.17 En consecuencia, deberá estar claro, expreso y m anifiesto el curso 
de acción que el legislador desea que el poder delegado ejecute.
Así planteado el esquema de los reglamentos delegados, entiendo también 
que la delegación debe ser interpretada en sentido restringido, pues la form a
15 BIDART CAMPOS, Germán. Untado Elemental de Derecho Constitucional T VI “La 
Reforma Constitucional de 1994 Cap. VII. Ediar Buenos Aires 1997.
“ SANTIAGO, Alfonso. La Delegación Legislativa en la Reciente Práctica Institucio­
nal Argentina” publicado en Diario LA LEY 18 de agosto de 2004. Buenos Aires. Pág. 18 y 
siguientes.
"CASSAGNE, JUAN CARLOS, Obra citada. P. 189.
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republicana de gobierno así lo requiere, y  en tal sentido, es fundam ental que 
la norm a delegante instrum ente claram ente una voluntad legislativa, deñnida 
a priori de m odo categórico de m odo tal de reducir o estrechar los niveles de 
discrecionalidad adm inistrativa en cabeza del poder delegado. No se ha de 
perder de v ista pues, que el objeto y contenido de la delegación recae sobre 
alguna m ateria que constitucionalm ente es atribución del Parlamento.
No se puede soslayar la  realidad juríd ica de nuestro país en el que en los 
últim os años ha existido una cuantiosa legislación delegativa, por ejemplo las 
leyes 24.629 sobre reform a del estado, 25.148 y  25.645 referentes a otras dele­
gaciones, 25.414 competitividad, sobre la  cual se dictaron alrededor de noventa 
decretos delegados, algunos de ellos sobre m ateria tributaria, en ciertos casos 
ya declarados inconstitucionales,18 por exceder los reglam entos los lím ites 
fijados por el Congreso.
TV. La delegación presupuestaria en el Jefe de Gabinete: Valoraciones
En el caso que aquí m e ocupa, a la luz del principio de legalidad finan­
ciera explicado en los prim eros párrafos y  de la  actual redacción del artículo 
76 de nuestra Ley Fundam ental, se plantea la  cuestión relativa al alcance de 
los poderes delegados en el Poder Ejecutivo N acional, m ás precisam ente en 
la figura del Jefe de Gabinete, quien tiene, por m andato del artículo 100 CN, 
la responsabilidad de ser el jefe de la adm inistración del país y  posee compe­
tencias presupuestarias.
En este contexto encontram os la delegación de facultades presupuestarias 
operada m ediante la Ley 24.156, cuyo artículo 37 cité ab initio y  sobre la cual 
reflexionaré seguidam ente. Recordem os que el citado artículo 37 reza que “el 
Jefe de Gabinete de Ministros puede disponer las reestructuraciones presu­
puestarias que considere necesarias dentro del total aprobado por cada ley 
de presupuesto, quedando comprendidas las modificaciones que involucren 
agostos corrientes, gastos de capital, aplicaciones financieras y  distribución 
de las finalidades”.
18 Se declaró la inconstitucionalidad del Dec 976/01 que habla establecido una tasa sobre 
la transferencia del gas oil, cuando en realidad se trataba de un impuesto encubierto, siendo 
que por imperio de la ley delegante se prohibía la creación de nuevos tributos. Ver LA LEY 
2002 F 91.
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Anticipo m i opinión en el sentido de que, tal como se encuentra redactado 
el citado artículo 37 tercer párrafo, la delegación presupuestaria no respeta ni 
se enm arca en los estrictos recaudos constitucionales que toda ley delegante 
debe contener y  que en los párrafos precedentes explicara.
La delegación no es un “cheque en blanco” y en consecuencia no es 
posible dejar librada a la discreción de la adm inistración decisiones que por 
imperio constitucional le corresponden al Congreso. En efecto, la reasignación 
de partidas del presupuesto, sin ningún tipo de precisiones, objetivos definidos 
o lím ites, im porta en algún sentido su modificación, m ateria expresamente 
vedada al Poder Ejecutivo a la luz del mentado principio de legalidad presu­
puestaria.
En rigor, observo la carencia de una clara política legislativa dentro de la 
cual el Jefe de Gabinete deba manejarse. Si bien la ley de presupuesto no puede 
operar como un corcet, no menos cierto es que se requieren lím ites dentro de 
los cuales se autoricen las m odificaciones presupuestarias en manos de P.E.
N uestra Corte Suprema de Justicia ha tenido la oportunidad de expedirse 
sobre la  legalidad financiera estableciendo un criterio por demás restringido 
en m ateria de alteración de este principio. Así, en m ateria tributaria, encon­
tram os el caso SELCRO SA C/Jefatura de Gabinete de M inistros19, en el cual 
la actora planteó la inconstitucionalidad del segundo párrafo del art. 59 de la 
ley de presupuesto 25.237 -e n  cuanto delegó en el Poder Ejecutivo Nacional 
la facultad de establecer los valores para determinar las tasas a percibir por 
la Inspección General de Justicia- y  del art. 4 de la  decisión adm inistrativa n° 
55/00 de la Jefatura de Gabinete de M inistros, que modificó las escalas fijadas 
a tal fin por el decreto 61/96, ratificado por el aludido art. 59. A  través de la 
disposición adm inistrativa n° 55/00, la citada dependencia del Poder Ejecuti­
vo determinó los servicios por los cuales se debe abonar una tasa, como así 
tam bién sus montos y  las consecuencias sancionatorias de su falta de pago en 
tiem po y forma. Esta disposición luego fue m odificada por la n° 46/01.20 En el
19 Fallos Corte: 326:4251.
20 En este contexto nos permitimos transcribir los considerando cinco a siete del fallo, 
por considerarlos centrales en nuestro análisis: 5°) En tal sentido, la jurisprudencia de esta 
Corte resulta categórica en cuanto a que “los principios y preceptos constitucionales prohíben 
a otro Poder que el legislativo el establecimiento de impuestos, contribuciones y tasas” (Fallos:
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citado caso, con base en los “considerando” transcriptos m ira, se entendió que 
una delegación abierta, sin lim itaciones ni precisiones en m ateria y tiempo son 
claram ente violatorias del m andato constitucional. Existió pues un irregular 
ejercicio de facultades reglam entarias.
De modo análogo se expidió nuestro M áximo Tribunal in re, Jorge M ario 
y otros c. Estado Nacional -  M inisterio de Trabajo y Seguridad (Fallos Corte: 
331:1815) en v irtud  del cual la Corte fulm inó por inconstitucional el Decreto 
395/92 en tanto autorizó a una em presa licenciataria del servicio de telefonía 
a  no em itir bonos en favor de los trabajadores en el m arco de un program a de 
participación en las ganancias, alterando así el m andato que surgía de la  Ley 
23696 que, dados ciertos supuestos, imponía tal obligación.* 21 Finalm ente se ha 
analizado el precedente “Colegio Público de Abogados de Capital Federal c / 
EN -  PEN ley 25.414 -  dto. 1204/01 s/ amparo”22 en donde la Corte Suprema
321:366 y sus citas), 6°) Que de la reiterada doctrina precedentemente resellada surge con ni­
tidez que ni un decreto del Poder Ejecutivo ni una decisión del Jefe de Gabinete de Ministros 
pueden crear válidamente una carga tributaria ni deñnir o modificar, sin sustento legal, los 
elementos esenciales de un tributo (conf. sobre esto último la doctrina del citado precedente 
de Fallos: 319:3400, en especial, su considerando 9°).7°) Que, en esta misma linea de razo­
namiento, al tratarse de una facultad exclusiva y excluyente del Congreso, resulta inválida la 
delegación legislativa efectuada por el segundo párrafo del art. 59 de la ley 25.237, en tanto 
autoriza a la Jefatura de Gabinete de Ministros a fijar valores o escalas para determinar el im­
porte de las tasas sin fijar al respecto limite o pauta alguna ni una clara política legislativa para 
el ejercicio de tal atribución (confr. doctrina de Fallos: 148:430; 270:42; 310:2193, entre otros).
21 Así sostuvo expresamente la C.S.J. N en el citado caso: “...Es inherente a la naturaleza 
jurídica de todo decreto reglamentario su subordinación a la ley de lo que se deriva que con su 
dictado no pueden adoptarse disposiciones que sean incompatibles con los fines que se propuso 
el legislador, sino que solo pueden propender al mejor cumplimiento de esos fines. Frente a 
tales consideraciones, que reflejan una antigua y pacifica jurisprudencia de esta Corte (confr. 
Fallos: 143:271; 151:5; 155:178; 237:636; 315:257, entre muchos otros), es evidente que el art. 4° 
del decreto 395/92, al establecer que las licenciatarias no estaban obligadas a emitir los bonos 
de participación en las ganancias, desatendió la finalidad de proveer al mejor cumplimiento del 
mandato legal contenido en el art. 29 de la ley 23.696, en la medida en que no sólo no se subor­
dinó a la voluntad del legislador allí expresada en forma inequívoca ni se ajustó al espíritu de 
la norma para constituirse en un medio que evitase su violación, sino que -por el contrario- se 
erigió en un obstáculo al derecho reconocido a los trabajadores, frustratorio de las legitimas 
expectativas que poseían como acreedores...” (Fallos Corte: 331:1815)
22 Al respecto dijo alli la Corte de modo contundente: 9) Que con un lenguaje firme y 
explícito la Constitución Nacional prohíbe al Presidente de la República, como regla general, 
emitir “disposiciones de carácter legislativo”, sea a iniciativa propia (articulo 99.3, segundo pá­
rrafo), sea por virtud de la delegación que, en su favor, haga el Congreso (articulo 76, primera 
parte). Ambas cláusulas establecen también, luego de formular el principio, las condiciones 
o limites bajo los cuales ha de operar el caso excepcional en que el Presidente se encuentra 
habilitado para dictar decretos legislativos que, según sea, se denominan “decretos de necesi­
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volvió a establecer el carácter restringido y excepcional de los reglam entos 
delgados en ocasión de resolver un recurso interpuesto por el Estado Nacional 
contra una sentencia que hizo lugar a una acción prom ovida por el Colegio 
Público de Abogados de C.A.B.A., la cual pretendía que los abogados que 
pertenecen al estado tam bién cumplan con las prescripciones de la Ley 23.187 
(pago de aranceles), y  las cuales hablan sido exim idos por D ecreto 1.204/01.
En este caso tam bién la Corte encontró excesivo e infundado el avance del 
ejercicio de facultades reglam entarias del Poder Ejecutivo que habían venido 
a contrariar el m andato de la citada ley 23.187.
La doctrina de la C.S.J.N., ha sido tajante al establecer en su doctrina un 
criterio restringido en m ateria de delegación legislativa, sosteniendo la in- 
constitucionalidad de aquellas delegaciones que no se ajustan a los requisitos 
antes expresados asi como de aquellos reglam entos en los cuales se produce 
un avance ilegítim o del Poder Ejecutivo a través del ejercicio irregular de 
facultades reglam entarias; casos en los cuales se esgrim e la existencia de una 
aparente delegación legislativa, el ejercicio de funciones ejecutivas o el ejer­
cicio de poderes autónomos pero en donde siempre surge una vulneración del 
principio de legalidad y uso excesivo de potestades reglam entarias.
De este modo el constituyente ha lijado un principio: la no delegación 
legislativa y la prohibición por parte del Poder Ejecutivo de dictar norm as de 
carácter legislativo. En este contexto, a la luz de la  doctrina, jurisprudencia 
y  del propio texto Constitucional analizado, considero que las delegaciones 
operadas en la Jefatura de Gabinete en razón de las leyes 24.156 y 11.672 no 
reúnen plenam ente los requisitos necesarios para ser tildadas de válidas desde 
el punto de v ista constitucional.
Muy claro es el caso del artículo 37 de la Ley 24.156 en tanto constituye 
una autorización excesivam ente abierta -s in  las lim itaciones n i las bases es­
trictas que deben im perar a la luz del artículo 7 6 - a reasignar partidas presu­
puestarias a través de actos adm inistrativos. Esta delegación podría devenir en 
un perm iso sin lím ites para que por vía reglam entaria se altere o virtualm ente 
se modifique el presupuesto nacional, m ateria celosamente reservada por el
dad y urgencia” o “decretos que ejercen facultades delegadas” (articulo 100, incisos 13 y 12, 
respectivamente). En lo que se refiere a los decretos dictados en uso de facultades delegadas 
(o “decretos delegados”), el articulo 76 de la Constitución Nacional establece tres requisitos 
básicos: 1) que se limiten a “materias determinadas de administración o emergencia pública”; 
2) que se dicten dentro del plazo fijado para su ejercicio y 3) que se mantengan “dentro de las 
bases de la delegación que el Congreso establezca.
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constituyente al Poder Legislativo. D el m ism o modo ocurre por ejem plo en 
el artículo 21 de la Ley 11.672 en v irtud  del cual a su vez el Jefe de Gabinete 
puede volver a delegar la  m ateria en él delegada. Sería este otro interesante 
tem a para su profundizar.
Tal como se ha diseñado jurídicam ente la delegación que analizo, inter­
preto que estam os cuanto m enos m uy cerca de un  caso de delegación propia; 
aquel vedado por la Constitución según nuestra Corte Suprema en criterio que 
com parto, y  que se caracteriza porque existe un traspaso o deslizam iento de 
potestad legislativa al Poder Ejecutivo. Insisto: tal supuesto está reiteradam ente 
prohibido en nuestro texto constitucional (artículos 1,29, 75, 76 y  99 inciso 3).
Es que la delegación legislativa, cual m ecanism o de excepción en todos 
los casos, ha de ser interpretada en form a restringida de modo tal de asegurar 
así el respeto por el principio de legalidad propia del estado de derecho. La 
delegación es la excepción, y  tal condición surge claram ente de artículos como 
el 99 inciso 3 -e n  tanto proclam a la nulidad de las norm as legislativas dictadas 
por el Poder Ejecutivo y  el m ism o 76, en tanto establece como principio que 
se “prohíbe en el Poder Ejecutivo” la delegación legislativa.
Finalm ente no entro a analizar otro aspecto que tam bién puede dar origen 
a un arduo debate, cual es, la posibilidad de que el Congreso delegue faculta­
des presupuestarias en órganos de inferior jerarquía que el Presidente, léase, 
Jefe de Gabinete como sucede en el caso del artículo 37 de la  Ley 24.156. Ello 
sin perjuicio de que exista m ateria delegada en cabeza del titu lar del Poder 
Ejecutivo con expresa autorización para que proceda a efectuar una súbdele- 
gación.
A hora bien, siendo la delegación de interpretación restringida, y  no 
pudiendo el Jefe de Gabinete refrendar otros decretos que no sean los presi­
denciales, parecería no ser viable una delegación del Congreso en un órgano 
m inisterial, pero insisto, esta variable será objeto de otro trabajo de análisis. IV.
IV. Colofón
A nalizado el viejo principio de legalidad financiera a la luz de la doctri­
na y  jurisprudencia aplicables, así como lo norm ado por el artículo 76 de la 
Constitución Nacional y  el texto del artículo 37 de la Ley 24156, considero 
que la delegación legislativa operada no responde a los restringidos criterios 
que exige el citado artículo 76, n i las otras fuentes (doctrina y jurisprudencia), 
pues no somete el ejercicio de las facultades delegadas a los lím ites m ateriales
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ni form ales que la C.N. exige, tales como base cierta o el plazo. No se deñne 
con nitidez una política legislativa que oriente, por ejemplo, la reasignación de 
partidas que se habilita. Faltan pues lím ites.
La atribución constitucional em anada del artículo 100 a favor del Jefe de 
Gabinete se relaciona con la facultad de ejecutar el presupuesto y  recaudar las 
rentas, pero en modo alguno ello puede im portar la posibilidad de m odiñcar 
la intención del legislador alterando la  asignación de partidas presupuestarias 
o la posibilidad de regular o crear aspectos estructurales de los tributos.
El estado de derecho reclam a pues, un irrestricto respeto al principio de 
legalidad y juridicidad. Sin él, los artículos de la Constitución se convierten 
en m eras fórm ulas vacuas.
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